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Medellín, veinticinco (25) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por el apoderado de la parte demandante contra el auto fechado el 8 de 

octubre de 2021, a través del cual el Juzgado Octavo Civil del Circuito de 

Medellín, declaró terminado el proceso por desistimiento tácito. 

 

ANTECEDENTES 

Por auto del 20 de agosto de 2021, el juzgado aceptó la revocatoria al poder 

inicialmente otorgado y reconoció personería al nuevo apoderado designado 

por la demandante, a quien ordenó remitir el link del expediente para que 

procediere a notificar al Curador Ad-litem designado en auto del 10 de mayo 

de 2021, carga para cuyo cumplimiento se le concedió el término de 30 días 

de conformidad con el artículo 317 del C.G.P. 

Ya auto del 8 de octubre del mismo año, la señora juez declaró terminado el 

proceso por desistimiento tácito, tras rememorar lo acaecido, transcribir el 

numeral 1º del artículo 317 del C.G.P. y citar jurisprudencia al respecto, 

aseverando que en el caso concreto, revisado el expediente no se observan 



actuaciones que hubiese efectuado el demandante en aras de cumplir con la 

carga impuesta, pues el memorial incorporado al expediente el 20 de 

septiembre (pdf08) no conlleva impuso procesal, máxime que se trata de una 

petición innecesaria toda vez que en el auto de requerimiento se ordenó el 

envío del link del expediente a los correos electrónicos informados por el 

apoderado, a lo que en efecto se procedió el 24 de agosto de 2021, fecha en 

que fue notificada la providencia, con la respectiva constancia de entrega 

(pdf07). 

Recordó el contenido el artículo 117 del mismo estatuto, sobre la 

perentoriedad de los términos, para advertir seguidamente que a la fecha ha 

transcurrido más del término otorgado, sin que el accionante cumpliera la 

carga pendiente. 

 

LA IMPUGNACIÓN 

Oportunamente la apoderada de la parte actora interpuso los recursos de 

reposición y, en subsidio apelación, aduciendo, básicamente, que no se le 

notificó el auto de requerimiento, y que además en el proceso hubo actuación 

en fecha 23 de agosto, cuando se aceptó la revocatoria de uno de los 

apoderados y reconoció personería al otro, lo que precisamente estaba 

esperándose para actuar. 

Tramitado el recurso con oposición del apoderado de la parte demandada, 

quien destacó que el memorial referido por el recurrente no es de impulso 

procesal, el juzgado, por auto de fecha 12 de noviembre de 2021, despachó 

negativamente el recurso horizontal y concedió la alzada, citando al efecto 

pronunciamientos de la Corte Constitucional. 

Recordó que fue en el mismo auto donde se le reconoció personería al 

recurrente, que se le requirió para el cumplimiento de la carga procesal 

pendiente; dijo que la sentencia STC11191-2020 unificó la jurisprudencia 

sobre la figura del desistimiento tácito, precisando que la actuación debe ser 

efectiva en pos del impulso del proceso; y que la petición en este caso 

formulada por el libelista, de que se le enviara información sobre la condición 

actual del proceso y se le enviara copia de las últimas actuaciones, no es una 

actuación que cumpla el cometido para el cual se le requirió: “incluso, se 

podría decir que es una solicitud innecesaria, ya que el link del expediente, ya 



se le había remitido al mandatario judicial, por parte de la Secretaría del 

Despacho para que procediera con lo ordenado.” 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER LA APELACIÓN. 

Cabe advertir en primer lugar que conforme a la preceptiva del artículo 320 

del C.G.P. el recurso de apelación tiene por finalidad que el superior examine 

la decisión atacada “únicamente en relación con los reparos concretos 

formulados por el apelante”, lo que luce en perfecta armonía con el artículo 

328 ibídem por cuyo mandato “El juez de segunda instancia deberá 

pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos por el apelante,…”, 

norma que impide al superior ocuparse de razones que no fueron aducidas 

por el impugnante, máxime tratándose de apelación de autos toda vez que el 

trámite respectivo está reservado al juez autor del mismo, siendo este 

entonces quien corre traslado de la sustentación a la parte contraria, vencido 

lo cual remite el expediente al superior quien resolverá “de plano”, es decir, 

sin ningún trámite adicional (art. 326 ib.), lo que explica y justifica la limitante 

por cuanto revocar o reformar la decisión con soporte en argumentos no 

esgrimidos por el recurrente, sería sorprender a la contraparte, quien 

obviamente no habría tenido oportunidad de conocerlos y pronunciarse al 

respecto. 

Traduce lo antedicho, que el juzgador de segundo grado, en este caso el 

tribunal, solo adquiere competencia para examinar los argumentos expuestos 

por el apelante para concluir si con base en los mismos es posible revocar o 

reformar la decisión atacada (art. 320 ib.). Y tales argumentos se limitaron a 

la falta de notificación del aludido auto de requerimiento y a que el 23 de 

agosto de 2021 hubo actuación registrada y en la misma fecha se aceptó 

revocatoria de uno de los apoderados y reconoció personería al otro para 

actuar, situación que estaba esperándose porque sin ello el despacho no 

estaba llamado a recibir ninguna solicitud. 

 

Pues bien, a efectos de responder a los planteamientos del recurrente, debe 

comenzarse por recordar que las providencias judiciales se harán saber a las 

partes y demás interesados por medio de su notificación, con las formalidades 

para ello previstas en la ley, reza el artículo 289 del C.G.P., agregando que, 

por regla general, ninguna produce efectos antes de haber sido notificada.  



Por manera que, de ser cierto el primero de los argumentos aducidos, ello 

sería suficiente para revocar el auto atacado. Pero examinado el expediente, 

pronto se advierte que lo dicho no se aviene con la realidad que ofrece la 

foliatura, conforme a la cual la notificación del auto de requerimiento se 

produjo mediante su inserción en Estado No. 105 de fecha 24 de agosto de 

2021. Ese auto, cuya fecha es 20 de agosto – no 23 de agosto como lo refiere 

el recurrente-, no puede contar como actuación que interrumpa el término de 

30 días allí otorgado para el cumplimiento de la carga procesal pendiente, 

pues, lógicamente, dicho término no pudo comenzar a correr antes de ser 

notificado el auto que lo concedió (art. 118 segundo inciso C.G.P.). Por ello, 

el segundo argumento traído carece de toda sensatez, así como no es posible 

interrumpir un término ya consumado, tampoco es susceptible de 

“interrupción” el que no ha iniciado su curso. 

 

No sobra decir, por demás, como bien lo destacó la señora juez a-quo, que 

en la foliatura consta haberse enviado, en fecha 24 de agosto de 2021, el link 

del expediente a las direcciones de correo electrónico suministradas por el 

recurrente, dando así cumplimiento a lo ordenado en el referido auto del día 

23 del mismo mes y año. 

 

Así las cosas, habiendo vencido el día 5 de octubre el término concedido sin 

que se hubiese cumplido la carga procesal pendiente, para la cual fue 

requerido el apelante, se imponía la consecuencia prevista en su segundo 

inciso por el numeral 1º del artículo 317 C.G.P. 

 

Lo visto resulta suficiente para mantener el auto recurrido y es por ello que la 

suscrita magistrada, 

 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

SEGUNDO: Costas a cargo del apelante y en favor de la parte accionada (art. 

365-1 C.G.P.). 

 



NOTIFÍQUESE 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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